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I. INTRODUCCION. 

La Comunidad Autónoma de Aragón ostenta la competencia 
exclusiva, conforme al artículo 35.1.53 de su Estatuto de Autono­
mía, sobre "el procedimiento administrativo derivado de las espe­
cialidades de la organización propia". Asimismo, corresponde a la 
Diputación General la iniciativa legislativa (artículo 15.3) y la 
potestad reglamentaria (artículo 24.1). El propio Tribunal Constitu­
cional, en su sentencia 15/1989, de 26 de enero, declaraba que 
"efectivamente, el procedimiento de elaboración de disposiciones 
de carácter general es un procedimiento especial, respecto del cual 
las Comunidades Autónomas gozan de competencias exclusivas 
cuando se trate del procedimiento para la elaboración de sus pro­
pias normas de carácter general", no amparado, por tanto, en la 
competencia del Estado para dictar normas sobre procedimiento 

(*)Colaboración presentada en el marco de las XIX Jornadas. 
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administrativo común (artículo 149.1.18a de la Constitución). 

En virtud de dichos títulos habilitantes, los artículos 26 y 32 
de la Ley 1/1995, de 16 de febrero, del Presidente y del Gobierno 
de Aragón, regulan -respectivamente- el ejercicio de la iniciativa 
legislativa y de la potestad reglamentaria, a través de la elaboración 
de los correspondientes proyectos normativos (anteproyectos de ley 
y proyectos de disposición general). Se trata, en ambos casos, de un 
procedimiento especial impropiamente administrativo, por su mar­
cado carácter normativo, que consta de diversas fases o niveles y 
que constituyen, consideradas en su conjunto, un auténtico proceso 
decisional. En efecto, desde que se elabora el primer "borrador o 
propuesta" de un anteproyecto de ley o proyecto de disposición 
general (en adelante, y salvo necesarias precisiones, se hablará con­
juntamente de "proyectos normativos") hasta su aprobación como 
proyecto de ley -en el primer caso- o como reglamento -en forma de 
decreto u orden, en el segundo caso- por el Consejo de Gobierno, se 
suceden diversas operaciones de carácter técnico y procesal. 

En primer lugar, la fase de programación, en la que destaca 
la posible y útil confección de un "plan o programa normativo" que 
contiene una previsión de las futuras actuaciones normativas, así 
como de sus· criterios y calendario de ejecución para desarrollar 
dentro de la misma legislatura o mandato. En segundo lugar, la fase 
de elaboración o redacción primaria del proyecto normativo, cuya 
materialización implica la utilización de la llamada, con carácter 
general, "técnica normativa" y que comprende tanto la observancia 
de ciertas reglas o directrices de tipo formal y estructural, como los 
métodos sobre sistemática y lógica interna de las normas, la racio­
nalización en el uso del lenguaje legal e, incluso, otras técnicas de 
redacción argumental o de contenido. En tercer lugar, la fase docu­
mental en la que adquieren cierto protagonismo algunos documen­
tos que acompañan al proyecto como pueden ser la Exposición de 
Motivos, la Memoria justificativa o la Memoria económica, y que 
conforman el elenco de los antecedentes o estudios previos que -
junto a los informes- servirán para un pronunciamiento objetivo del 
Consejo de Gobierno y, en su caso, de las Cortes. En cuarto lugar, 
la fase de informes o dictámenes, preceptivos o facultativos, de los 
distintos órganos consultivos y asesores como la Dirección General 
de Servicios Jurídicos o el Servicio de Coordinación Normativa 
(Secretaría General Técnica) ambos del Departamento de Presiden­
cia y Relaciones Institucionales, la información y audiencia públi­
cas, el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora y los informes de 



CUESTIONES DE TECNICA LEGISLATIVA 239 

otros órganos sectoriales como la Comisión Aragonesa de Derecho 
Civil. A esta fase informativa vamos a dedicar el presente estudio. 

En quinto lugar, la fase de evaluación o verificación de la 
futura eficacia de las normas mediante diversos instrumentos o 
métodos de prueba y comprobación. Y en sexto y último lugar, la 
fase de aprobación propiamente dicha, que constituye un subproce­
dimiento de tramitación, a través de la Comisión de Coordinación 
Administrativa, de los asuntos normativos sometidos a la conside­
ración del Consejo de Gobierno. En fin, todo un proceso híbrido 
administrativo/legislativo cuyo máximo objetivo es procurar una 
mayor calidad de las normas y, en consecuencia, de la plena reali­
zación de las condiciones de unidad, integridad y continuidad de 
nuestro ordenamiento jurídico, por un lado, y de la observancia de 
los principios de inteligibilidad, claridad y comprensibilidad de las 
normas respecto a sus legítimos destinatarios, por otro. 

Que la calidad técnica de las normas incide de forma deter­
minante en la materialización positiva del constitucionalizado prin­
cipio de seguridad jurídica carece de toda duda. En su sentencia 
número 46/1990, de 15 de marzo, el Tribunal Constitucional apre­
ció la inconstitucionalidad de cierta legislación autonómica por 
deficiencias de tipo técnico en relación con su contenido, por "ina­
decuación de la norma con la voluntad expresa del legislador". La 
norma incidía negativamente en el citado principio de seguridad 
jurídica, entre otros motivos, por la manipulación de las fechas de 
entrada en vigor, el confuso juego de remisiones y el empleo de la 
retroactividad, que dejaban al destinatario en la más absoluta incer­
tidumbre: "La exigencia del artículo 9.3 C.E. relativa al principio 
de seguridad jurídica implica que el legislador debe perseguir la 
claridad y no la confusión normativa, debe procurar que acerca de 
la materia sobre la que se legisle sepan los operadores jurídicos y 
los ciudadanos a qué atenerse, y debe huir de provocar situaciones 
objetivamente confusas como la que, sin duda, se genera en este 
caso dado el complicadísimo juego de remisiones entre normas que 
aquí se ha producido. Hay que promover y buscar la certeza res­
pecto a qué es Derecho y no, como en el caso ocurre, provocar jue­
gos y relaciones entre normas como consecuencia de los cuales se 
introducen perplejidades difícilmente salvables respecto a la previ­
sibilidad de cuál sea el Derecho aplicable, cuáles las consecuen­
cias derivadas de las normas vigentes e incluso cuáles sean éstas. 
La vulneración de la seguridad jurídica es patente y debe ser decla­
rada la inconstitucionalidad también por este motivo". 



240 JESUS J. SEBASTIAN LORENTE 

A pesar de todo lo expuesto con anterioridad, la legislación 
aragonesa sobre el procedimiento de elaboración de proyectos nor­
mativos no abarca todas las técnicas formales, documentales, infor­
mativas y procesales existentes para asegurar la necesaria calidad 
de las normas, si bien se recogen las mínimas garantías exigidas en 
nuestro ordenamiento: la competencia para ejercer la iniciativa 
legislativa y reglamentaria; la necesidad de la exposición de moti­
vos y de otra documentación complementaria; el dictamen del 
correspondiente órgano consultivo; y la información y audiencia 
públicas. De ahí, que en el presente estudio se aborde, no todas las 
fases previstas en la normativa autonómica, sino exclusivamente 
aquélla que más especialidades contiene respecto a la regulación 
estatal y que se considera necesaria y oportuna para obtener un pro­
ducto normativo final de depurada y selectiva manufactura. 

No cabe duda, por otra parte, que la competencia autonómica 
sobre el procedimiento de elaboración de sus normas se extiende 
también sobre la facultad de dictar directrices e instrucciones técni­
cas para la formulación interna de los anteproyectos de ley y de los 
proyectos de reglamento, dejando a salvo, como es obvio, la sobe­
ranía legislativa de las Cortes de Aragón, las cuales deciden, en últi­
ma instancia, el contenido, la forma y la estructura definitivas de los 
proyectos y proposiciones de ley. 

Nuestro modelo procesal normativo, inspirado en el llamado 
"descentralizado o departamental" no obsta para que, emulando a 
buena parte de los Gobiernos y Administraciones de nuestro ámbi­
to jurídico europeo, pueda crearse una "comisión de estilo" -como 
un consejo aragonés de legislación-, que bien podría integrarse en 
alguna de las unidades administrativas que gestionan los procedi­
mientos prelegislativos y reglamentarios, o bien en alguno de los 
órganos consultivos de carácter eminentemente técnico-normativo, 
con funciones de planificación, dirección, gestión, coordinación, 
revisión y evaluación del sistema normativo autonómico en general, 
y de cada iniciativa normativa en particular. Por el momento, mien­
tras se conciiia la preocupación por la calidad técnica y procesal de 
nuestras leyes con el imperio y la tiranía de las disponibilidades pre­
supuestarias, este trabajo aspira, no sólo a la ordenación sistemáti­
ca de una parte de la técnica y el procedimiento de producción nor­
mativa, sino a la concreción de unas pautas de actuación -mera­
mente indicativas y sumamente flexibles- que puedan guiar la labor 
incomprendida -a veces, incluso, un arte- del político y del funcio-
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nario, del técnico y del jurista, cuando se enfrentan a la incierta 
tarea de redactar, tramitar y llevar a buen término un determinado 
proyecto normativo. 

II. LOS INFORMES TECNICO NORMATIVOS. 

Con carácter general, el informe administrativo puede defi­
nirse como el acto de una Administración Pública consistente en 
una declaración de juicio emitida por órgano distinto de aquel a 
quien corresponde iniciar, instruir o resolver el procedimiento, y 
que sirve para aportar nuevos datos al expediente o comprobar los 
ya existentes en el mismo. Los informes o dictámenes emitidos 
sobre proyectos normativos comparten estas notas características, 
pero se separan por razón de la materia objeto del asesoramiento y 
de la cualificación y especialización de los órganos informantes. De 
ahí que los denominemos como "informes técnico-normativos", 
pues su estructura formal, argumentación jurídica y contenido pre­
normativo lo diferencian sustancialmente de otro tipo de informes 
jurídicos o simplemente administrativos. 

Respecto a la forma y el contenido de este tipo de informes, 
nuestro ordenamiento jurídico contiene escasos y limitados pronun­
ciamientos. Por ello, desde aquí ya se apunta la necesidad de regu­
lar reglamentariamente -dejando a salvo la libertad de criterio del 
funcionario, unidad u órgano informante-la estructura básica de los 
informes (técnicos, jurídicos o administrativos), a fin de normalizar 
los distintos supuestos que se manifiestan en la intensa vida admi­
nistrativa. 

Así, por ejemplo, el derogado artículo 86.1 de la Ley de Pro­
cedimiento Administrativo de 1958 establecía que "los informes 
serán sucintos y no se incorporará a su texto el extracto de las actua­
ciones anteriores ni cualquier otro dato que ya figure en el expe­
diente". También el artículo 130 del Reglamento del Consejo de 
Estado prevé que "en la redacción de los dictámenes se expondrán 
separadamente los antecedentes de hecho, las consideraciones de 
derecho y la conclusión o conclusiones, las cuales, en casos justifi­
cados, podrán forn1ularse de modo alternativo o condicional". Por 
otro lado, el artículo 17 5 del Reglamento de Organización, Funcio­
namiento Y. Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales dice 
que "los informes para resolver los expedientes se redactarán en for­
ma de propuesta de resolución y contendrá los extremos siguientes: 
a) enumeración clara y sucinta de los hechos; b) disposiciones lega­
les aplicables y alegación razonada de la doctrina; y e) pronuncia-
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mientas que haya de contener la parte dispositiva". Ahora bien, la 
jurisprudencia ha limitado la aplicación de estos preceptos a los 
informes eminentemente jurídicos, excluyendo de su ámbito a los 
informes de carácter técnico. Y éste es precisamente el enfoque que 
debe observarse en el estudio de los dictámenes que nos ocupan 
ahora pues, como se ha dicho, no nos encontramos ante informes de 
carácter jurídico-administrativo, sino de tipo técnico-normativo. 

Los informes técnico-normativos son informes especializa­
dos cuya estructura y contenido debe adaptarse al objeto de su aná­
lisis, esto es, a la norma proyectada que se somete a su considera­
ción y examen. Un informe-tipo podría responder al siguiente 
esquema: 

1) Exposición del objeto y contenido: indicación del objeto, 
finalidad y contenido del proyecto normativo; novedades o modifi­
caciones que se introducen respecto a normas anteriores; compro­
bación del expediente documental (memoria justificativa, memoria 
económica, texto articulado y exposición de motivos, informes y 
consultas evacuados). 

2) Consideraciones normativas: habilitación suficiente (desa­
rrollo estatutario, ejecución de normas estatales, reglamentos, cum­
plimiento normas comunitarias); adecuación del rango de la norma 
a su contenido; colisión con normas de igual o superior rango; inte­
gración en el ordenamiento jurídico. 

3) Examen competencia!: competencias estatales y autonómi­
cas; competencia decisoria (Cortes, Consejo de Gobierno, Conseje­
ros); competencias materiales de los distintos Departamentos (valo­
ración conjunta de los Decretos de estructura orgánica); competen­
cias de las Corporaciones Locales y demás entes territoriales; com­
petencias de la Unión Europea. 

4) Informes y trámites preceptivos o facultativos: informe de 
la Dirección General de Servicios Jurídicos; del Servicio de Coor­
dinación Normativa de la Secretaría General Técnica del Departa­
mento de Presidencia; información y audiencia públicas; dictáme­
nes de órganos consultivos sectoriales (Comisión Aragonesa de 
Derecho Civil); Comisión Jurídica Asesora. 

5) Valoración jurídico-argumentativa: antecedentes históricos 
y normativos; examen crítico del Derecho sustantivo y procesal; 
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doctrina constitucional; jurisprudencia; Derecho comparado y 
comunitario europeo: marco normativo internacional; garantía de 
los derechos fundamentales y libertades públicas. 

6) Observaciones: de carácter material (constitucionalidad, 
legalidad, ámbito competencia!); de carácter formal (expediente 
documental, directrices formales, lenguaje legal, técnica legislati­
va); de contenido (derivadas del examen argumental); propuestas y 
redacciones alternativas a la vista de las observaciones. 

7) Conclusiones: secuencia ordenada y sucinta de los juicios 
y declaraciones emitidas a lo largo del informe; pronunciamientos 
sobre el carácter favorable (total o condicionado a la asunción de las 
observaciones) o, en su caso, obstativo (disconformidad absoluta 
manifestada en reparos u objeciones insalvables de carácter sustan­
cial). 

Por último, parece conveniente señalar los requisitos míni­
mos que debe contener cualquier solicitud de informe o dictamen de 
carácter técnico-normativo: a) la identificación del órgano solici­
tante o del titular de éste, así como la del centro receptor a quien va 
dirigida; b) la expresa indicación, en su caso, del precepto que exi­
ja preceptivamente el informe o, en su defecto, los motivos que fun­
damentan la solicitud del informe con carácter facultativo; e) la 
delimitación concreta del extremo o extremos acerca de los que se 
solicita (anteproyecto de ley, proyecto de reglamento, disposición 
administrativa inferior); d) el plazo requerido para su emisión, 
cuando por razones de urgencia u oportunidad, no se considere con­
veniente el previsto como general u ordinario, en cuyo caso habrá 
de motivarse; y e) el expediente documental, que contendrá copia 
autorizada de todos los antecedentes (texto articulado, exposición 
de motivos, memoria justificativa, memoria económica e informes 
y consultas evacuados). 

III. LA INFORMACION INTRADEPARTAMENTAL. EL INFORME DE LA 
SECRETARIA GENERAL TECNICA. 

La información intradepartamental de los proyectos normati­
vos se lleva a cabo por servicios o unidades especializadas que, en 
principio, son ajenos a la iniciativa y a su fase de elaboración técni­
ca. Se echa en falta, sin embargo, un trámite de información intra­
departamental similar al regulado, para la Administración General 
del Estado, en los artículos 22.2.pfo.2° -para los anteproyectos de 
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ley- y 24.2 -para los proyectos de reglamento- de la Ley 5011997, 
de 27 de noviembre, del Gobierno. La generalización de las Secre­
tarías Generales Técnicas en los organigramas de todos los Depar­
tamentos, con funciones de carácter horizontal y de asesoramiento 
jurídico en general del Departamento, aconseja adoptar el informe­
de gran tradición jurídica en nuestro ordenamiento- de este órgano 
directivo respecto a los textos normativos de carácter reglamentario 
elaborados por su correspondiente Departamento, como un primer 
filtro depurador de su perfección técnica y jurídica. 

De hecho, el artículo 35.3 del proyecto de Ley del Presidente 
y del Gobierno de Aragón, que no llegó a prosperar, disponía que 
"al proyecto de reglamento deberá adjuntarse el informe de la 
Secretaría General Técnica del Departamento y el elaborado por la 
Asesoría Jurídica integrada en el Departamento de Presidencia y 
Relaciones Institucionales", añadiendo que "cuando se trate del 
ejercicio de la potestad reglamentaria por parte de los Consejeros, 
bastará el informe de la Secretaría General Técnica". La desapari­
ción del texto legal definitivo de este inciso privó al procedimiento 
aragonés de elaboración de disposiciones generales de aquellos 
estudios e informes previos que garanticen la legalidad, acierto y 
oportunidad de las mismas, como indicaba el hoy derogado artícu­
lo 129.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958. Si 
bien es cierto que, en el orden práctico y por razones de coordina­
ción institucional, las Secretarías Generales Técnicas conocen -e 
informan con carácter facultativo, en su caso- los proyectos norma­
tivos de su propio Departamento con anterioridad al cumplimiento 
de otros trámites o informes preceptivos. 

Los citados artículos 22.2.pfo.2° y 24.2 de la citada Ley del 
Gobierno del Estado tienen su precedente en el derogado artículo 
130.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, el cual 
disponía que los proyectos de disposición general habían de ser 
informados por la Secretaría General Técnica. Posteriormente, la 
práctica administrativa convirtió dicho trámite en un auténtico ins­
trumento ordenador del procedimiento normativo, dada su condi­
ción de primigenio filtro depurativo en el que, además de cumplir 
con el objetivo de perfeccionamiento de la norma proyectada, se 
señalaban las ulteriores fases de tramitación que debían cumpli­
mentarse hasta la definitiva aprobación de la misma. Ello, por otro 
lado, ha generado una intensa producción jurisprudencia! del Tribu­
nal Supremo, que se ha debatido constantemente entre una línea 
rigorista y formalista y otra opuesta de carácter más flexible, hasta 
llegar a la conclusión de que la posible omisión del informe de la 
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Secretaría General Técnica no sería suficiente para generar la nuli­
dad absoluta y radical de la disposición normativa, siempre y cuan­
do quedasen notoriamente cumplimentados otros requisitos (revela­
dores de una inequívoca formación de la voluntad normativa). Aho­
ra, sin embargo, la firmeza y la rotundidad con que se pronuncia la 
Ley del Gobierno ("En todo caso, los anteproyectos de ley/los pro­
yectos de reglamentos habrán de ser informados por la Secretaría 
General Técnica") respecto a la exigencia de este dictamen técni­
co-normativo, abre nuevos caminos de investigación por parte de la 
doctrina científica y ofrece ineludibles criterios deseados por el 
legislador que habrán de ser ponderados por la futura interpretación 
jurisprudencia!. 

Así pues, aunque la normativa autonómica no ha sancionado 
legalmente este trámite, bien pudiera establecerse su exigencia 
reglamentariamente a través de los Decretos de estructura orgánica 
departamental. Con todo, pueden delimitarse algunos requisitos for­
males inherentes a este informe que, actualmente, puede operar en 
la práctica con carácter facultativo, en tanto no se regule su precep­
tividad con carácter general en la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. 

Además de los requisitos exigibles a todo informe técnico­
normativo, expresados en el punto anterior, debe indicarse que el 
plazo general de evacuación es de diez días, salvo que una disposi­
ción legal o reglamentaria disponga otro superior o inferior, o cuan­
do, a juicio del órgano solicitante, se precise otro distinto, por razo­
nes que se fundarán o motivarán en el expediente, dada la urgencia 
o celeridad que requiera el procedimiento. En cualquier caso, debe 
advertirse -de conformidad con el artículo 83.3 y 4 L.R.J.P.A.- que 
de no emitirse el informe en el plazo señalado, se podrán continuar 
las actuaciones y, por esta misma razón, "el informe emitido fuera 
de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspon­
diente resolución". Y respecto al momento del proceso normativo 
en que debe ser emitido el informe de la Secretaría General Técni­
ca, éste debe ser previo a la aprobación de la norma y, por tanto, 

• • • • (' ,, • 1 • 1 1. , •• 1 ,. 

postenor a otros 1nrormes y consunas, InClUiao e1 tramne ae auaien-
cia, y anterior siempre al dictamen de la Comisión Jurídica Aseso­
ra. 

Dado que el informe de la Secretaría General Técnica no tie­
ne carácter vinculante -y recordemos, en nuestro ámbito autonómi­
co, ni siquiera es preceptivo-, el órgano o unidad solicitante o recep-
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tor podrá aceptar el parecer emitido para adoptar su decisión ( efica­
cia de adhesión) o separarse del dictamen, en cuyo caso deberá 
motivar su resolución (artículos 54.l.c) y 89.5 L.R.J.P.A.) y conser­
var aquél como antecedente y elemento de juicio para ulteriores 
actuaciones (eficacia de cohesión). Para el control y seguimiento de 
los efectos decisorios o meramente informativos del informe, sería 
deseable -para el supuesto de una futura regulación del mismo­
establecer la obligación de comunicar al órgano informante la reso­
lución adoptada, al objeto de facilitar la fiscalización del grado de 
observancia de la consulta evacuada. 

Asimismo, sucede con cierta frecuencia que en un mismo 
expediente normativo puedan concurrir dos informes contradicto­
rios u opuestos emitidos por distintos órganos consultivos o unida­
des informantes. En la tramitación de anteproyectos de ley o pro­
yectos de reglamento, ello no debería suscitar ningún problema, 
pues será el Consejo de Gobierno el que, en última instancia, diri­
ma la cuestión. Sin embargo, los juicios antagónicos pueden plan­
tear una paradoja insalvable al órgano receptor o tramitador, que 
muy bien puede dudar de su competencia o legitimidad para optar 
por uno u otro. En tales casos, debe someterse la discordia o dis­
crepancia al parecer dirimente de un tercer órgano, conforme a las 
siguientes reglas: 

1°. Cuando existan discrepancias entre informes de distintos 
órganos o centros directivos de un mismo Departamento, se some­
terán a dictamen de la Secretaría General Técnica. 

2°. Cuando esas discrepancias se susciten entre informes de 
Secretarías Generales Técnicas pertenecientes a distintos Departa­
mentos, se someterán al parecer de los Servicios Jurídicos. 

3°. Cuando la disparidad de criterios se produzca, por ejem­
plo, entre la Secretaría General Técnica o una Dirección General de 
un Departamento concreto y el parecer de la Dirección General de 
Servicios Jurídicos, procedería la consulta, con carácter facultativo, 
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4°. Cuando exista, sin embargo, un conflicto de atribuciones 
entre los distintos Departamentos, aunque el artículo 12.16) de la 
Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón atribuye la compe­
tencia resolutoria a dicho Presidente, si el citado conflicto consiste 
en el interés concurrente de varios departamentos en la elaboración 
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de un determinado anteproyecto de ley, entonces será el Gobierno 
el que determine lo procedente sobre su formulación, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 26.2 de la citada norma. 

IV. LA INFORMACIÓN INTERDEPARTAMENTAL. 

l. Informe del Servicio de Coordinación Normativa y Rela­
ciones Institucionales (Secretaría General Técnica) del Departa­
mento de Presidencia y Relaciones Institucionales. 

De conformidad con el Decreto 181/1999, de 28 de septiem­
bre, del Gobierno de Aragón, de estructura orgánica del Departa­
mento de Presidencia y Relaciones Institucionales, corresponde a la 
Secretaría General Técnica, entre otras, la función de organizar las 
reuniones de la Comisión de Coordinación Administrativa, así 
como de preparar y supervisar los asuntos que se sometan al Con­
sejo de Gobierno. Dentro de ésta, el Servicio de Coordinación N or­
mativa y Relaciones Institucionales tiene encomendadas la coordi­
nación y supervisión de las actividades de elaboración de las dispo­
siciones de la Diputación General de Aragón y de sus Departamen­
tos. Asimismo, le corresponden funciones de informe, coordinación 
y asistencia en las relaciones del Gobierno con las Cortes -sin per­
juicio de las competencias atribuidas a la Secretaría General de 
Relaciones con las Cortes- y el Justicia de Aragón. 

En lo que a la elaboración de proyectos normativos se refiere, 
el Servicio de Coordinación Normativa, además de supervisar el 
procedimiento y la tramitación de aquéllos, emite un informe limi­
tado, por el momento, a la consideración de cuestiones relativas al 
estilo y a la técnica formal del proyecto correspondiente. 

2. Informe de la Dirección General de Servicios Jurídicos del 
Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales. 

Dependiente también del Departamento de Presidencia y 
Relaciones Institucionales, corresponde a la Dirección Generai de 
Servicios Jurídicos la dirección y coordinación de los servicios de 
asistencia jurídica, tanto consultiva como contenciosa, de la Admi­
nistración de la Comunidad Autónoma de Aragón. 

En concreto, el artículo 3 del Decreto 167/1985, de 19 de 
diciembre, de la Diputación General de Aragón, por el que se regu-
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la la organización y funcionamiento de la Asesoría Jurídica de la 
Diputación General de Aragón, describe su función asesora como 
aquélla que se presta a través de informes o dictámenes a las auto­
ridades y órganos que ostenten potestades de carácter resolutorio y, 
especialmente, la de informar "anteproyectos de ley y proyectos de 
disposiciones de carácter general que hayan de someterse a la apro­
bación de la Diputación General". 

Como ya se ha dicho respecto al informe de la Secretaría 
General Técnica debe recordarse que el artículo 35.3 del proyecto 
de Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón, que no llegó a 
prosperar, disponía que "al proyecto de reglamento deberá adjun­
tarse el informe de la Secretaría General Técnica del Departamen­
to y el elaborado por la Asesoría Jurídica integrada en el Departa­
mento de Presidencia y Relaciones Institucionales", añadiendo que 
"cuando se trate del ejercicio de la potestad reglamentaria por par­
te de los Consejeros, bastará con el informe de la Secretaría Gene­
ral Técnica". 

3. Informes de los distintos Departamentos. 

Los Departamentos distintos a aquél o aquéllos que efectúan 
la correspondiente propuesta normativa, informarán el proyecto con 
anterioridad a la emisión de otros dictámenes que tengan carácter 
preceptivo y siempre también antes de su inclusión entre los asun­
tos que deben someterse a la consideración del Consejo de Gobier­
no. 

Esta peculiar información interministerial consta de dos trá­
mites bien diferenciados: 

1) Reparto de textos. Con carácter general, los anteproyectos 
de Ley, los proyectos de Decreto Legislativo y los proyectos de 
Decreto de sustancial contenido normativo, serán enviados por el 
Departamento proponente al resto de los Departamentos antes de su 
remisión a los órganos que tengan que informar con carácter pre­
ceptivo y con la antelación suficiente para que los citados Departa­
mentos puedan proceder a su estudio detallado. 

2) Reparto de observaciones. Los Departamentos no propo­
nentes podrán emitir, en su caso, el correspondiente informe con las 
observaciones, sugerencias y precisiones que estimen oportunas. 
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Al respecto, debe señalarse que el derogado artículo 56 de la 
Ley 3/1984, de 22 de junio, contemplaba un trámite de reparto si mi­
lar entre los distintos Departamentos, si bien éste se realizaba con 
una antelación mínima de siete días a la reunión del Consejo de 
Gobierno, y nada se decía de su carácter previo a la emisión de dic­
támenes preceptivos, seguramente por la entonces inexistencia ins­
titucional de la Comisión Jurídica Asesora. 

V. LA INFORMACIÓN EXTRADEPARTAMENTAL. 

l. Información y audiencia públicas. 

El artículo 105.a) de la Constitución dispone que .. la ley 
regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de 
las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el pro­
cedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que 
les afecten". Asimismo, en el propio artículo 86.4 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, relativo al trámite de información 
pública, contemplaba la previsión según la cual "conforme a lo dis­
puesto en las Leyes, las Administraciones Públicas podrán estable­
cer otras formas, medios y cauces de participación de los ciudada­
nos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones 
reconocidas por la Ley en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones y actos administrativos". Y, por último, el artículo 7.3 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, dispo­
niendo que "para la defensa de estos últimos (derechos e intereses 
legítimos colectivos) se reconocerá la legitimación de las corpora­
ciones, asociaciones y grupos que resulten afectados o que estén 
legalmente habilitados para su defensa y promoción". 

En el ámbito de la Administración del Estado y sin olvidar el 
precedente del artículo 130.4 de la Ley de Procedimiento Adminis­
trativo de 1958, el artículo 24.1.c), d) y e) de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno, ha venido a desarrollar lo dispuesto en 
el citado precepto constitucional, con las siguientes notas caracte­
rísticas: 

l. Naturaleza. Se trata de un informe de carácter preceptivo 
("se les dará audiencia", sin circunstancias discrecionales ni condi­
cionamientos indeterminados, "cuando la disposición afecte a los 
derechos e intereses legítimos de los ciudadanos"). 
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2. Plazo. Se otorgará un plazo razonable no inferior a quince 
días hábiles, que podrá ser abreviado hasta un mínimo de siete días 
hábiles cuando razones debidamente "motivadas" así lo justifiquen. 

3. Procedimiento. La Administración sigue siendo la que 
decide si el procedimiento afecta a derechos e intereses legítimos y 
también si procede la audiencia directa a los ciudadanos, informa­
ción pública, consulta a través de las organizaciones y asociaciones 
que los representen, aunque deberá motivar la opción realizada. 

En el ámbito de la Administración de la Comunidad Autóno­
ma de Aragón, sin embargo, el artículo 33 de la Ley 1/1995, de 16 
de febrero, del Presidente y del Gobierno de Aragón, establece dos 
previsiones: 

"l. Cuando lo requiera la materia que sea objeto de la dis­
posición general que se prepare, el proyecto correspondiente se 
someterá a información pública. Asimismo, el Departamento que 
hubiere elaborado aquélla deberá dirigirse específicamente a las 
asociaciones representativas de intereses colectivos relacionados 
con la materia a reglamentar cuando la existencia de estas asocia­
ciones conste de manera indubitada para la Administración de la 
Comunidad Autónoma. 

2. El mismo Departamento deberá dar audiencia previa a los 
sindicatos de trabajadores y a las asociaciones empresariales, así 
como a las corporaciones representativas de intereses económicos 
y sociales, en los proyectos de disposiciones de carácter general 
que les afecten y en la forma que se establezca reglamentariamen­
te". 

La regulación vigente difiere sustancialmente de la contenida 
en el derogado artículo 57 de la citada Ley 3/1984, de 22 de junio, 
que contemplaba la posibilidad -expresada en términos claramente 
facultativos- de que el Presidente del Gobierno de Aragón, a pro­
puesta de los Consejeros, pudiera someter los proyectos de normas 
reglamentarias a información pública, siempre que la índole de la 
norma lo aconsejara y no existieran razones de urgencia para su tra­
mitación, opción que parecía difícilmente compatible con la exi­
gencia del artículo 105.a) de la Constitución. De esta forma, en defi­
nitiva, se consagra la afirmación del carácter preceptivo del trámite 
de información pública en la línea que ha venido estableciendo la 
jurisprudencia contencioso-administrativa. Asimismo, se mantiene 
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la llamada audiencia corporativa en los términos amplios del crite­
rio de predeterminación de las entidades y asociaciones y no en el 
más estricto vinculado al grado de voluntariedad en la constitución 
de las mismas. 

2. Criterios de desarrollo reglamentario. 

Los criterios para el desarrollo reglamentario de estas previ­
siones, además de los que nos ofrece la normativa estatal de refe­
rencia, podrían ser los siguientes: a) Existe una "zona de certeza 
positiva" para abrir, en todo caso, la audiencia que se manifiesta 
cuando la disposición exceda del ámbito puramente doméstico de la 
organización administrativa y vaya a afectar los intereses de los 
administrados. Por la misma razón deberán excluirse las disposici o­
nes que regulen los órganos, cargos y autoridades de la Administra­
ción autonómica y las disposiciones orgánicas o de estructura de la 
misma. b) Además, podrá omitirse dicho trámite cuando concurran 
graves razones de interés público (urgencia, materia clasificada, 
inconveniencia de publicidad previa y confidencialidad), en cuyo 
caso deberá "motivarse" en el expediente. e) Tampoco será necesa­
rio este trámite cuando las organizaciones y asociaciones represen­
tativas hubieran participado con anterioridad en el proceso de ela­
boración de la norma (mediante informes, negociación en comisio­
nes "ad hoc" o participación en consejos consultivos sectoriales). d) 
Las organizaciones y asociaciones representativas de derechos e 
intereses legítimos deberán estar reconocidas por la ley -y consti­
tuidas con arreglo a la misma-, no siendo suficiente la declaración 
estatutaria, voluntaria y de carácter privado, por la que se autohabi­
liten para representar y amparar los intereses de sus asociados. e) 
Cuando exista tal pluralidad de organizaciones, asociaciones o cor­
poraciones que hagan imposible una audiencia generalizada, dichas . 
entidades podrán seleccionarse por la Administración bajo los cri­
terios de "mayor representatividad" o "implantación territorial". 

3. Supuestos específicos. 

Existen supuestos, no obstante, en los que el relativo rnargen 
de discrecionalidad de la Administración ni siquiera existe. Se trata 
de aquellos casos en los que la audiencia se exige preceptivamente 
por una disposición legal o reglamentaria. Así, por ejemplo, el artí­
culo 2.2. de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesio­
nales, dispone que "los Consejos Generales y, en su caso, los Cole­
gios de ámbito nacional (y también los de ámbito territorial o auto-
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nómico, según la reciente doctrina constitucional) informarán pre­
ceptivamente los proyectos de ley o de disposiciones de cualquier 
rango que se refieran a las condiciones generales de las funciones 
profesionales", para más adelante, en su artículo 9.1. i) y j), atribuir 
a los Consejos Generales la función de informar preceptivamente 
todo proyecto de modificación de la legislación sobre Colegios Pro­
fesionales y los proyectos de disposiciones fiscales que afecten con­
creta y directamente a las profesiones respectivas. En el mismo sen­
tido, los artículos 18.f) y·28.k) de la Ley 2/1998, de 12 de marzo, de 
Colegios Profesionales de Aragón, encomiendan a los Consejos de 
Colegios de la Comunidad Autónoma y a los propios Colegios Pro­
fesionales la función, entre otras, de u informar los proyectos de 
normas de la Comunidad Autónoma que afecten a la regulación del 
ejercicio de la profesión". 

Otro supuesto especial, subsumible en el general trámite de 
audiencia, se instrumenta a través de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de Consumidores y Usuarios, cuando reco­
noce como un derecho básico de éstos "la audiencia en consulta, la 
participación en el procedimiento de elaboración de las disposicio­
nes generales que les afecten directamente y la representación de 
sus intereses" (artículo 2.l.e )), a través de sus asociaciones (art. 
20.1) que serán oídas con carácter general y con carácter precepti­
vo en los reglamentos de aplicación de la citada Ley y otros sobre 
productos y servicios de uso o consumo, ordenación del mercado 
interior, etc (art. 22.1.). Este derecho de consulta se ha regulado por 
Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, que canaliza en el ámbito 
nacional la participación y representación de las asociaciones de 
consumidores y usuarios. En el ámbito de la Comunidad Autónoma, 
el artículo 36 de la Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del 
Consumidor y U su ario de Aragón, regula el derecho de audiencia 
de las asociaciones de consumidores y usuarios "en el procedi­
miento de elaboración de disposiciones de carácter general relati­
vas a materias que afecten directamente a l~:S consumidores o usua­
rios". 
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noviembre, del Consejo Económico y Social de Aragón, en el que 
participan las organizaciones sindicales y empresariales más repre­
sentativas de acuerdo con la ley, encomienda al Consejo la función, 
entre otras, de dictaminar preceptivamente los proyectos de ley, 
excepto el de Presupuestos de la Comunidad Autónoma, que regu­
len materias socioeconómicas y laborales de especial trascendencia 
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en los sectores afectados. Corno puede comprobarse, este precepto 
sólo hace referencia a los proyectos de ley, mientras que la audien­
cia sobre proyectos de disposición general se ha cubierto con lo dis­
puesto en el ya citado artículo 33.2. de la Ley del Presidente y del 
Gobierno de Aragón. 

VI. LA INFORMACIÓN SUPRADEPARTAMENTAL. 

l. Los informes del Justicia de Aragón. 

Con anterioridad a la creación y puesta en funcionamiento de 
la Comisión Jurídica Asesora, algún sector de la doctrina adrninis­
trativista aragonesa planteó la hipótesis de atribuir al Justicia de 
Aragón la competencia de informar previa y preceptivamente la 
normativa elaborada por la Administración aragonesa. Ello hubiera 
supuesto encomendar a la institución una función consultiva ajena 
a sus propios mecanismos de actuación y extraña, en cualquier caso, 
a su estructura de órgano unipersonal y no colegiado. 

Sin embargo, las peculiaridades funcionales de la institución 
que tiene corno misiones la de defensa del Estatuto de Autonomía y 
la tutela el Ordenamiento Jurídico Aragonés, hacen que bien pudie­
ra encajar una cierta función dictaminadora de los proyectos nor­
mativos, si bien siempre a requerimiento de las Cortes o del Gobier­
no de Aragón. En su favor, pueden aducirse razones corno el apro­
vechamiento de una organización instrumental y especializada en 
Derecho, así corno la propia posición institucional reforzada y dota­
da de la garantía de independencia. 

Es quizás por ello, por lo que en los últimos años, el Justicia 
de Aragón ha intervenido, mediante sus informes, para realizar 
observaciones sobre el tratamiento realizado de las propias compe­
tencias de la institución (proyecto de Ley sobre Informática y Pro­
tección de Datos), o bien efectuar diversas consideraciones técnicas 
sobre algunos proyectos durante su tramitación parlamentaria (Ley 
de Caza, Ley del Gobierno, Ley de la Adn1inistración), o bien para 
dar su opinión durante el procedimiento, en sede administrativa, de 
elaboración de otros proyectos (anteproyecto de Ley de la Infancia 
y de la Juventud, proyecto de Ley de Ordenación Farmacéutica). 

2. Los informes de órganos consultivos sectoriales. 
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A ellos parece referirse, sin duda, el artículo 26.4 de la Ley 
del Presidente y del Gobierno de Aragón cuando dispone que "los 
anteproyectos de ley deberán ser sometidos a informe del corres­
pondiente órgano consultivo". No se hace referencia aquí al dicta­
men de la Comisión Jurídica Asesora, que se tratará más adelante, 
puesto que su intervención sobre dichos anteproyectos de ley tiene 
carácter facultativo, sino de otros órganos consultivos de la estruc­
tura institucional autonómica, creados y regulados por norma espe­
cífica, cuya consulta adquiere naturaleza preceptiva por razón de su 
especialidad. 

Se trata, pues, de diversos órganos, consejos consultivos o 
comisiones asesoras, que despliegan competencias informantes 
sobre los proyectos normativos que puedan incidir en el sector 
administrativo que les es propio (socio-laboral, medio ambiente, 
juventud, deportes, tercera edad, servicios sociales, desarrollo agrí­
cola o ganadero, etc), o bien sobre una materia sobre la que están 
realmente especializados y concretamente organizados. En el pri­
mero de los casos, ya hemos visto las funciones de informe enco­
mendadas al Consejo Económico y Social de Aragón. No es objeto 
de este trabajo realizar un estudio exhaustivo de todos estos conse­
jos y comisiones, pero el tramitador de los proyectos normativos en 
sus fases administrativas o gubernativas deberá conocer su régimen 
y funciones para evitar posibles olvidos de informes preceptivos. 

En el segundo supuesto (conocidos como órganos staff o de 
asesoramiento), debe destacarse la existencia de la Comisión Ara­
gonesa de Derecho Civil, creada inicialmente en 1984 (entonces 
denominada Comisión Asesora de Derecho Civil Aragonés) y regu­
lada posteriormente, revisando los criterios que la presidieron 
entonces, por Decreto 162/1994, de 12 de julio. La Comisión "es un 
órgano consultivo adscrito orgánicamente al Departamento de Pre­
sidencia y Relaciones Institucionales, que tiene por objeto asesorar 
a la Diputación General en el ejercicio de sus competencias de con­
servación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Aragonés". 

La Comisión tiene atribuidas diversas funciones de asesora­
miento, estudio y propuesta en materia de Derecho civil aragonés, 
pero al objeto del presente trabajo interesa destacar las siguientes: 

"a) Informar con carácter preceptivo los anteproyectos de ley 
de conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Ara­
gonés, así como los de Derecho Procesal Civil derivado de las 
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peculiaridades de aquél. 

b) Elaborar los anteproyectos de ley sobre las citadas mate­
rias que el Gobierno de Aragón le encomiende". 

Por último, no hay que olvidar que existen ciertos órganos, 
representativos o meramente administrativos, que son de ámbito 
estatal pero que extienden sus facultades informantes también a las 
Administraciones autonómicas. A modo de ejemplo, citaremos el 
artículo 108 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que atribuye al 
Consejo General de este poder constitucional la competencia para 
informar los anteproyectos de leyes y disposiciones generales del 
Estado y de las Comunidades Autónomas sobre diversas materias 
(demarcaciones judiciales, estatuto orgánico y plantillas orgánicas 
del personal de la Administración de Justicia, normas procesales, 
leyes penales y régimen penitenciario). Así también, y mientras no 
exista una entidad equivalente en la AdministraCión autonómica, el 
artículo 5 del Estatuto de la Agencia de Protección de Datos esta­
blece que dicha agencia colaborará con los órganos competentes en 
lo que respecta al desarrollo normativo y aplicación de las normas 
que incidan en materia propia de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de 
octubre, de Regulación del tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, y a tal efecto "informará preceptivamente cua­
lesquiera proyectos de Ley o reglamento que incidan en la materia 
propia de la Ley Orgánica" (recogida, tratamiento y uso de datos 
de carácter personal). 

3. El dictámen de la Comisión Jurídica Asesora. 
3.1. Naturaleza jurídica y marco competencia/. 

La Comisión Jurídica Asesora ha sido regulada, con carácter 
general, por la Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón (artí­
culos 49 y ss) y desarrollada por su propio Reglamento de organi­
zación y funcionamiento aprobado por Decreto 132/1996, de 11 de 
junio. La Comisión Jurídica Asesora es el órgano colegiado que 
ejerce la función consultiva suprema del Gobierno de Aragón, con 
autonomía orgánica y funcional, con el fin de garantizar su objeti­
vidad e independencia. 

El Tribunal Constitucional reconoció en su Sentencia 
20411992, de 26 de noviembre, la posibilidad de que las Comuni­
dades Autónomas en ejercicio de su potestad organizativa pudieran 
crear sus propios órganos consultivos: "Ningún precepto constitu-
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cional ... impide que en el ejercicio de esta autonomía organizativa 
las Comunidades Autónomas puedan establecer, en su propio ámbi­
to, órganos equivalentes al Consejo de Estado" y más adelante "no 
sólo hay que reconocer las competencias de las Comunidades Autó­
nomas para crear, en virtud de sus potestades de autoorganización, 
órganos consultivos propios de las mismas características y con 
idénticas y semejantes funciones a las del Consejo de Estado, sino, 
por la misma razón, estimar posible constitucionalmente la sustitu­
ción del informe preceptivo de este último por el de un órgano supe­
rior consultivo autonómico, en relación al ejercicio de las compe­
tencias de la respectiva Comunidad, en tanto que especialidad deri­
vada de su organización propia". Si bien, la regulación de estos 
órganos consultivos autonómicos debía asegurar "su independen­
cia, objetividad y rigurosa cualificación técnica". 

El problema se planteaba porque la Ley Orgánica 3/1980, de 
23 de abril, del Consejo de Estado, después de delimitar las consul­
tas preceptivas del Pleno y la Comisión Permanente (entre ellas, 
sobre "Proyectos de Decretos legislativos" y "Reglamentos o dis­
posiciones de carácter general que se dicten en ejecución de las 
Leyes, así como sus modificaciones"), el párrafo segundo del artí­
culo 23 de la citada norma establecía indubitadamente que "el dic­
tamen será preceptivo para las Comunidades Autónomas en los 
mismos casos previstos en esta Ley para el Estado, cuando hayan 
asumido las competencias correspondientes". 

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en la sentencia cita­
da, expresaba que " ... sería muy probablemente innecesario y, sin 
duda, gravoso y dilatorio que en un mismo procedimiento debiera 
recabarse sucesivamente dictamen de un órgano superior consulti­
vo autonómico de características parecidas al Consejo de Estado y 
del propio Consejo de Estado, con desprecio de los principios de 
eficacia administrativa y eficiencia y economía del gasto público", 
continuando más adelante diciendo que " ... la intervención del 
órgano consultivo autonómico excluye la del Consejo de Estado 
salvo que la Constitución, los Estatutos de Autonomía, o la Ley 
Aütonónüca, establezcan lo contrario para supuestos determina­
dos". 

Ello no obstante, subsiste potencialmente la consulta volunta­
ria al Consejo de Estado, incluso en asuntos en los que el consejo 
autonómico haya emitido su dictamen, algo que parece admitido 
implícitamente en algunas normas autonómicas que se limitan a 
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prohibir la consulta ulterior a otro órgano autonómico. Sin embar­
go, la posibilidad de consultas voluntarias al Consejo de Estado no 
forma parte de las bases del procedimiento administrativo común, 
al contrario de lo que ocurre con las preceptivas. En consecuencia, 
es perfectamente admisible que un ordenamiento autonómico prohi­
biera las consultas al Consejo de Estado, en todos los supuestos o 
cuando hubiese informado su homólogo autonómico. Así parece 
desprenderse de los artículos 18 y23 L.O.C.E., que establecen un 
mero derecho de las Comunidades Autónomas y como tal renun­
ciable. 

3.2. Función consultiva. 

La Comisión Jurídica Asesora, como órgano colegiado que 
ejerce la función consultiva suprema del Gobierno de Aragón, en el 
ámbito normativo emitirá dictamen preceptivo sobre: 

"a) Los proyectos de decretos legislativos que se elaboren por 
el Gobierno en uso de una delegación legislativa. 

b) Los proyectos de disposiciones de carácter general que se 
dicten en ejecución de una Ley, sea ésta autonómica o del Estado, 
así como sus modificaciones". 

Por otro lado, el Presidente, el Gobierno y los Consejeros del 
Gobierno aragonés podrán solicitar a la Comisión Jurídica Asesora 
la emisión de dictámenes facultativos sobre: 

"a) Anteproyectos de Ley. 

b) Proyectos de disposiciones de carácter general distintos de 
aquéllos para los que se exige dictamen preceptivo". 

Sin perjuicio de estas funciones consultivas desplegadas 
sobre los proyectos normativos descritos, el Presidente, el Gobier­
no o los Consejeros podrán solicitar de la Comisión Jurídica Ase­
sora la redacción de un Anteproyecto de Ley, de Decreto legislati­
vo o de cualquier clase de disposición de carácter general. En estos 
casos, junto a la petición, deberán remitirse los antecedentes nor­
mativos, los objetivos que se pretendan conseguir y una valoración 
jurídica acerca del contenido de la futura norma. El texto norma ti­
vo resultante adoptará la forma de propuesta de resolución. 
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3.3. Régimen de los dictámenes. 

La Comisión Jurídica Asesora debe emitir los dictámenes o 
informes "según consideraciones exclusivamente jurídicas, sin que 
quepan en ellos referencias o motivaciones de interés político, de 
oportunidad o de eficiencia económica" (artículos 58 de la Ley y 
15 del Reglamento). De la simple lectura de este precepto puede 
valorarse que el legislador autonómico ha optado por un concepto 
restringido del ejercicio de la función consultiva. De hecho, el artí­
culo 2.1 de la Ley Orgánica del Consejo de Estado dispuso que "en 
el ejercicio de la función consultiva el Consejo de Estado velará 
por la observancia de la Constitución y del resto del ordenamiento 
jurídico. Valorará los aspectos de oportunidad y conveniencia 
cuando lo exijan la índole del asunto o lo solicite expresamente la 
autoridad consultante, así como la mayor eficacia de la Adminis­
tración en el cumplimiento de sus fines". 

En nuestra opinión, y siguiendo la argumentación de la STC 
204/1992, la función consultiva debe integrarse, no sólo con los 
aspectos relativos al control sobre el procedimiento mismo de ela­
boración de las disposiciones, sino también con valoraciones que se 
adentran en los campos de la técnica normativa, la eficacia admi­
nistrativa y la mayor o menor oportunidad y conveniencia de la 
actuación de la Administración. Por tanto, el Consejo de Estado -y 
los órganos consultivos autonómicos de carácter equivalente u 
homologable- habrán de estudiar las opciones legítimamente posi­
bles que se le otorgan a los poderes públicos y verificar la eficacia 
y oportunidad de la decisión tomada por éstos ofreciendo, en su 
caso, soluciones alternativas que cumplan con mayor rigor las exi­
gencias y principios constitucionales. 

En cualquier caso, el régimen de los dictámenes de la Comi­
sión Jurídica Asesora responde al siguiente esquema procesal: 

l. Solicitud del dictamen. La solicitud irá acompañada, salvo 
razón suficiente en contrario, del expediente original, así como de 
toda la documentación necesaria para la adecuada evacuación de la 
consulta, encabezada por un índice numerado. La solicitud incluirá 
asimismo una propuesta de resolución cuando ello sea necesario 
según el ordenamiento jurídico aplicable. 

2. Plazos. Los dictámenes deberán emitirse en el plazo máxi­
mo de treinta días tras su solicitud, computándose el inicio del pla-
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zo desde que la solicitud se inscriba en el registro de entrada espe­
cífico de la Comisión. Cuando la autoridad solicitante así lo in di­
que, el plazo podrá reducirse por acuerdo del Presidente. Y en deter­
minados supuestos de complejidad jurídica -como el encargo de 
redacción de un anteproyecto de ley o proyecto de disposición 
general-, el plazo podrá ser de hasta tres meses. De todos estos 
acuerdos se dará traslado al solicitante. 

3. Subsanación de documentos. Cuando se considere incom­
pleto el expediente documental remitido, se reclamará al solicitante 
del dictamen para que sea completado debidamente, interrumpién­
dose los plazos previstos y volviéndose a computar a la recepción 
de dicha documentación. 

4. Vinculación y conformidad con el contenido. El Gobierno 
y sus autoridades u órganos no podrán apartarse del contenido de 
los dictámenes cuando el ordenamiento jurídico les otorgue carác­
ter vinculante. Cuando esto no sea así, en las disposiciones norma­
tivas sobre las que se haya emitido dictamen de la Comisión, debe­
rá hacerse mención a si se regula de acuerdo con o, simplemente, 
visto el dictamen de este órgano. 

5. Obligación de comunicar. El ente u órgano solicitante del 
dictamen deberá comunicar a la Comisión Jurídica Asesora el sen­
tido de su resolución final, transmitiéndole al efecto copia feha­
ciente de la resolución, proyecto normativo o disposición general 
adoptada, en el plazo máximo de un mes desde la adopción del 
correspondiente acuerdo. 

3.4. En particular, el dictamen sobre reglamentos ejecutivos. 

El concepto de ejecución comprende a todos aquellos regla­
mentos que "de forma directa e inmediata, ejecutan, desarrollan, 
completan, cumplimentan o pormenorizan una ley o disposición 
normativa con fuerza de ley, o uno de sus preceptos o un conjunto 
de éstos o de aquéllas" (SsTS de 7 de febrero de 1989 y de 25 de 
octubre de 1991). A estos efectos, "püeden eqüipararse los regla­
mentos ejecutivos de las leyes con los que desarrollan una remisión 
normativa". (STS de 07.02.89). "Es, pues, presupuesto necesario 
para que un reglamento pueda ser calificado como dictado para 
ejecución de una ley, que le preceda una norma con dicho rango 
que contenga una regulación básica de la materia, pendiente tan 
sólo de un desarrollo en función, particularidades y detalles que se 
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remiten a la potestad reglamentaria de la Administración, la cual 
entonces ha de actuar subordinadamente a aquellas bases, directri­
ces u orientaciones previamente determinadas por la Ley" (STS de 
23 de junio de 1978). 

Este aspecto de colaboración entre la ley y el reglamento en 
la ordenación de una materia ha sido puesto de manifiesto por el 
mismo Tribunal Constitucional (STC de 4 de mayo de 1982): 
"Existe en nuestro Derecho una tradición jurídica que dentro de los 
reglamentos, como disposiciones generales de la Administración 
con rango inferior a la Ley, y aun reconociendo que en todos ellos 
se actúa en el ejercicio de la función ejecutiva en sentido amplio, 
destaca como reglamentos ejecutivos a aquéllos que estén directa y 
concretamente ligados a una Ley, a un artículo o artículos de una 
Ley, o a un conjunto de Leyes, de manera que dicha Ley es com­
pletada, desarrollada, pormenorizada, aplicada, complementada o 
ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Consejo de 
Estado ha caracterizado como aquéllos cuyo cometido es desenvol­
ver una ley preexistente o que tienen por finalidad establecer nor­
mas para el desarrollo, aplicación y ejecución de una ley". 

De esta forma, y por exclusión, serían independientes o prae­
ter legem aquellos reglamentos que no tengan el carácter de ejecu­
tivos, esto es, los dictados en virtud de la potestad reglamentaria 
genérica de la Administración. Existen también los llamados regla­
mentos de necesidad o contra legem, pero ésta es una figura de 
escasa relevancia jurídica. Por todo ello, a continuación se exponen 
algunos supuestos en los que, por apreciarse una falta de concu­
rrencia de las notas que caracterizan a los reglamentos ejecutivos, 
no sería obligatorio el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora: 

1) los dictados sin habilitación legal específica o sin conexión 
directa o concreta con una norma con rango de ley, desvelando una 
falta de regulación o un sistema legislativo incompleto, o bien los 
que regulan ciertas materias sobre las que no ha existido nunca 
intervención legislativa, habiéndose utilizado en exclusiva la potes­
tad reglamentaria, o bien los que son producto de una habilitación 
legal indefinida o de amplia cobertura (SsTS de 23 de junio de 
1978, de 11 de abril de 1981, de 17 de diciembre de 1982, de 17 de 
octubre de 1985, de 31 de octubre de 1986 y de 2 de diciembre de 
1986); 

2) los dictados por una potestad reglamentaria ad intra, cono-
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cidos como reglamentos administrativos, domésticos u organiza ti­
vos, sobre materias de régimen interno, organización o personal de 
la Administración que no afecten a derechos básicos de terceros y 
siempre que la materia objeto de regulación no se encuentre reser­
vada a la ley (SsTS de 11 de abril de 1981, de 16 de junio de 1984, 
de 27 de marzo y de 19 de junio de 1985, de 31 de octubre y de 2 
de diciembre de 1986 y de 25 de julio de 1990); 

3) los reglamentos producto de una deslegalización puesto 
que, aunque traen su causa de una ley, ésta no contiene una regula­
ción material que sea desarrollada o complementada directamente 
por la disposición reglamentaria y, aún más, la técnica de la autori­
zación deslegalizadora consiste precisamente en abrir una regula­
ción material a la disponibilidad de la potestad reglamentaria de la 
Administración (SsTS de 23 de junio de 1978 y de 15 de marzo de 
1994). 

Ello no obstante, podría cuestionarse esta distinción entre 
reglamentos ejecutivos e independientes, puesto que todos los 
reglamentos serían de un modo u otro ejecutivos, en el sentido de 
que siempre estarían desarrollando o aplicando una ley, varias leyes 
o el mismo ordenamiento jurídico, considerado éste en conjunto y 
por su carácter de sistema único y completo. También sería discuti­
ble la exclusión de los reglamentos derivados de una deslegaliza­
ción porque la intervención del órgano consultivo correspondiente 
"si es inexcusable en los propios reglamentos ejecutivos para velar 
porque estos textos respeten la normativa superior, también lo es en 
los reglamentos que responden a una norma deslegalizadora, for­
mación que aunque asigne a la potestad de la Administración un 
marco más flexible, no implica una autónoma potestad, carente de 
todo condicionado normativo superior" (SsTS de 27 de diciembre 
de 1976 y de 18 de marzo de 1981). 
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